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OFICIALIA DE ACCESO A LA INFORMACION PUBLICA DEL TRIBUNAL DE 

ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las catorce horas del día dieciocho de 

diciembre de dos mil doce. 

El dieciocho de diciembre del corriente año tuvo entrada vía correo electrónico 

institucional en este Tribunal, la solicitud de información suscrita por  

, mediante la cual en síntesis solicita: 

• Interpretación jurídica del articulo 8 literal c de la Ley de Ética Gubernamental en lo 

referente al tema de Beneficios Indebidos. 

En atención a la solicitud se RESUELVE: 

1) Tener por agregada y admitida la solicitud de información por  

. 

2) Remitir copia de la solicitud de información y de la presente resolución a la 

Asesora Legal del Tribunal de Ética Gubernamental, a efectos que en un plazo no mayor ele 

dos días háb iles remita la respuesta a la consulta legal real izada por el ciudadano sobre la 

Interpretación jurídica del articu lo 8 literal c de la Ley de Ética Gubernamental en lo 

refe rente al tema de Beneficios Indebidos con el propósito de que esta in formación sea 

entregada al peticionario. 

El presente documento en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter confidencial. En
ese contexto, es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo establecido en
el artículo 30 de la Ley de Acceso a la Información Pública, se extiende la siguiente versión pública:



Señor  

Presente. 

 

San Salvador, 1 O de enero de 20 13 

ASUNTO: Respuesta a consulta efectuada 

Me es grato saludarle muy atentamente y, al mismo tiempo, hacer referencia a su 

consulta referida al art. 8 de la Ley de Ética Gubernamental, en cuanto a beneficios 

indebidos. 

En primer lugar, se aclara que de conformidad con el art. 6 letra a) de la Ley, es 

prohibición ética: "Solicita r o aceptar, directamente o por interpósita persona, 

cualq uier bien o servicio de valor económico o beneficio adiciona l a los que percibe 

por el desempeño de sus labores, por hacer , a presurar, r etardar o dejar de hacer 

ta reas o trámites relativos a sus funciones". 

En esencia, la norma abarca no solamente so licitar o aceptar objetos materiales 

(dinero, objetos valiosos, bienes de cualquier tipo, servicios prestados) sino cualquier cosa 

que pueda representar un interés indirecto para el servidor público. Además, la disposición 

aclara que debe tratarse de un beneficio que no se recibiría en el normal ejercicio de las 

funciones, ya que algunas instituciones públicas pueden proporcionar beneficios o 

prestaciones a sus empleados. A esto se refiere la expresión " beneficio adic ional". 

La prohibición contenida en la letra a) de l artícu lo 6 de la Ley de Ética 

Gubernamental sanciona la venalidad del fu ncionario público. Por tal, debe entenderse su 

calidad de ser sobornable, es decir, de fundar sus actos en un precio abonado por un 

particular. En consecuencia, se sanciona la espuria motivación del servidor públ ico que 

obra impulsado por el soborno recibido y no por lograr el bien común. 

En definitiva, al so licitar o aceptar un bien, servicio o cualquier otro beneficio, el 

servidor lesiona el principio de imparcialidad y objetividad en el ejercicio de la func ión 

pública. 

Ahora bien, según el art. 8 de la Ley, el beneficio indebido es, en esencia, un 

beneficio adicional a los que percibe por el desempeño de las labores, es decir se refiere a 



los casos de aceptación o solicitud de cualquier bien o servicio de valor económico, u otras 

ventajas adicionales por parte de una persona sujeta a esta Ley en el desempeño de sus 

funciones. 

En el caso de ser ofertante o contratista de bienes o servicios de la institución para la 

cual se labora (art. 8 letra c) de la Ley), efectivamente debe entenderse que se refiere a 

todos los servidores públicos que laboran en la institución. 

De conformidad con nuestra Ley de Ética Gubernamental, el servidor público es la 

persona natural que presta ocasional o permanentemente, servicios dentro de la 

administración del Estado, de los municipios y de las entidades oficiales autónomas sin 

excepción. Comprende a los funcionarios y empleados públicos en todos sus niveles 

jerárquicos. 

En el mismo sentido de interpretación teleológica, se entienden por servidores 

públicos de una misma institución aunque la entidad tenga dependencias regionales. En 

virtud de lo anterior, los servidores públicos de las dependencias regionales tampoco 

podrían ser ofertantes o contratistas en procesos de adquisición de bienes y/o servicios de la 

sede central. 

Esperando haber dado una respuesta satisfactoria a su consulta, aprovecho la 

oportunidad para presentarle mis muestras de consideración y respeto. 

Atentamente, 
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